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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

16307 Pleno. Recurso de inconstttucionaUdad número 2381
1981. Sentencia número 29/198Z. de 31 de mayo.

El PI6Ilo del Tribunal' ConS'ti tuciona.l, compuesto por don
Manuel Garck\-Pelayo y Alonso, Presidente, don Jer6nimo Aro­
zamena .Sierra, don 'Angel Latorre segura, don Manuel Díez de
Velasco Vallejo, don Francisco Rubio Llorente, do:f\a Gloria Be-.
g¡¡.... Cant6n, don Francisco Tomas y Valiente, don Rafael Gómez­
Ferrer Morant y don Angel Escudero del Corral, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la sigui€nte

.SENTEN~IA

En el recUJ'50 de lnconstitUl::'onaiidad, número de Registro
238/1981 promovido por cincuenta y cuatro Diputados contra
el ReaJ.' Decreto-ley '1011981 de 19 de junio, sobre Inspección
y Recaudación de la Seguridad Social. En l. mismo ha ool;ll~­
recido el Abogado del Estado en representaci6n del Gobierno y
ha sido ponente el Magistrado don Manuel Díez doe Velasco
Vallejo, quien exptesa "el pare~ del Tribunal. .

l .. ANTECEDENTES

1. Con fecha 17 doe septiembre de 1981, don VirgUio zapate­
ro t'Jt)mez, Diputado,--y actuando como Comisionado de cincuen­
ta y tres Di·putados más, in~rpuso recurBQ de inconstituciona­
lidad contra el Real Decreto-ley 10/1981, ele 18 de junio, del que
ya h",mos hecho referenCia, en todM y. cada una de SUB dispo~

siciones y solicitando que se dicte sentencia por la que ee
d.::clare la inooostltuclonalidad y consiguiente nuHdad de todas
ellas, 'por infraoc16n del artículo· 86 número 1 de la Constitu~
cfón (C. EJ. '

Los recurrentes basan su pretensión sustancia.lmente en los
siguientes motivos:

al El sistema de producción normativa en nuestra Constitu~ .
ción se basa en el principio de la supremacía constitucional del
legislativo en cuanto a 1& elaboración y aprobación doe las nor~
mas y de la ley oomo expresi6n clara de su voluntad, que 6e
co:lfigura a su 'Vez como decisión suprema y primera de. 1& que
tJlaen causa t.o<i&'_ las restantes de ferarquja inferior.

Como consecuencia de ·10 expuesto, nuestro esquem.a.constitu~
cional no sólo excluye cualquier ámbito de reserva reglamenta­
rie, '6ino que tampOco concibe una competencia normativa en

. zr..an05 del Gobierno que sea paralela. o concurrente con la po­
te.;tad na.rm.ativa de las Cortes Generales.

b) Al tiempo, se reconoce la potestad del Gobierno de dictar
Decretos-leyes e incluso su noeoesidad en determinados supuestos;
ahora bien, eHo no lupan, que etocoDstituya una particlpa--

clón paraJel.· o concurrente· del Gobierno en la potestad legis­
lativa s1no única- y exclusivamente que en determmados supues­
003 excepcionales el Gobierno puede utilizar dioho instrumento
normativo. .

El carácter excepcional del Decreto-ley viene determinado
por su propia configuración oonstltucional y J)O' loa requisi­
tos de e-xtraordina.rla y, ur~nte neoesidad que el artículo 88 de
la C. E. exige que concurran como cau.aa hab1litante de loa
mism06.

Extraordinaria y urgehteteoesidad, que no es una fórmula
vacía que pueds ser invOCada discrecionalmente por el. Gobier­
ño, sibo que ha de ser debidamente acreditada, en ~a 'Supuesto.
Aun cuando la Constitución no ha definido cuáles son los casos
en que se produce _.estacextraordinaria y urgeu.t.e necesidad.,
no obstante ha ~ido preocupación constante de diversos Diputa­
dos de dlferen-te- partidos el recalcar, en los debates deconva­
lidación de varios Decretos-leyes, la necesj,dad d() delimitar 86­
trict.a.mente la utilización por el Gobierno de este instrumento
extraordinario de normación con fuerza de loey.

c) La apreciación de sI existe o, no extraordinaria y urgente
necesidad. no es una potestad discrecional del Gobierno, sino que
muy por el contrario la pOtestad que el articulo 86 de la OOns~

tituci6n le otorga, se inscribe en el marco del ejercicio de po~

testadas regladas, según lo dispuesto en ese mlsm:) precepto y
en el contexto de toda la Constitución. '

Siguiendo, el criterio, que se afirma oes ma.yoritariamente
dominante en la doctrina, de que la definición constitucional
del presupuesto de hecho habilitante -n.eoesidad extraordinaria
y urgtmte- es un ejemplo típico del concepto jurídico indeter­
minado, se concluye quoe su aplicación,' 8Ólq permite una Ílnica
solución justa, es decir _si': da o' no se da-, ucluyendo cual~

quier tipo de discrecion~ldad en este terroeno.
d) Como consecuencia del critoerio intoerpretativo expuesto,

se afirma que el Gobierno debe probar o justificar suficiente­
men,te la concurrencia, de una extraordinaria y urgente Decesi~

dad que aconseje dictar un :>ecreto~ley, pues 16 oontrario supo­
ne hurtar al Parlamento el· conocimiento de elementos de lufclo
im;prescindibles para valorar la oporlu·nidad de la decisión adop­
f¡Ilda por al Gobierno.

e) La apreoIacióÍl de la existencia de una _extraordina.ria
y ·urgente necesidad. ha de 1,"e..J.izarse caso por c&so Y enten~

dioendo que. _necesidad_ es algo más que simple conveniencia
u oportunidad; .extraordinaria- equivale & inusual e imprev1.
sible; y _urgente. debe interpretarse en el sentido de que no
sea susceptible de resolverse por el procedimiento legislativo
ordinario y, ni siquiera por el procedimiento de urgencia.

Tales supuestos que oonfiguran el hecho habilitante, deben
concurrir simultánea I y conjuntamente, de ta.l forma. quoe no
puede apreciarse 1& existencia de aquél cuando falte. alguno de
los tres elementos determinantes y configurador60 del mismo.

En' este último supuesto el Gobierno no estaría. legitimado
para ejercer la potestad que le reoonqoe el artículo ee de
1& e.E. .
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f). De otra parte. ; 'aun Cliando el Decreto-Iey es una dlspo­
alcián legislativa tmica, O&be la posibilidad de diferenciar en
IU seno diversas nonnas jurf,¿icas, de manera que todas ellas
deben estar Justificadas por razones de extraordinaria y urgente
necesidad y, en caso contrario, sólo los preceptos relativos a 1M
que lo estén serán constitucionalmente ¡,gfUmos.

Por e&ta causa se impugna expresamente a parle, y pAra
el caso en que no'· prospere el' recW'SO "en su tot&lidad, la
disposición adicional. a través dA la cual Y al s.mp&rO del De­
Ot'f"'to-ley, se introduce un -m~oepto deslegalizador.

Mantienen los recurrentes que la,finaUdad y razón de ser de
m.existencia, del Decreto-ley, en cuanto a su espec1t'ice. tuerza y
wlor de ley, &9, Justifica en razón a que la materia sobre
la que tneide forma parte del ambito de matenaa reservadas a
la. ley o que la. están reguladas por ésta.

El Decreto-ley permité de esta fOrDl& entrar a regular tales
materla.sreservadas, pero en ningún C&SO alter;:..r el ra.I180 de
éstas. El Decreto-ley. dictado en fu.n.ción de una neoesidad ur-

o gente y extraordinaria puede alterar la materia regulada por 1&
le ..... estableciendo una nueva regulación; modificando o derogan­
do lo dispuesto anteriormente en :a l.ey formal aprobada por
el Parlamento, pero lo qu.e no pued.e hacer es sustraer deter­
Jn1n.adas materias del é.mbito reservado a la ley y atribuirse­
las al meramente: reglamentario. pues para ello carece totaJ. y
al::solutamente de cobertura constitucional.

Entienden los recurrentes que no puede aducirSe para fusU­
fl.:;ar esta agresión a la distribución de competenciae establecida
en la Constitu<:ión y al principi~ de primacfa de la ley, la pre­
tensión de que el Decreto-ley convalidado &:: convierte en ley,
pues ello no se da en nuestro sistema 'constitucicnai, sino .es. a
tnl.vés de la f6rmula prevista. en el articulo 86. núm.ero 3. _de la
Constitución Espadola. 10 que no se ha. prodlicido .en el pre~nte
~. '. •. I

Se mantlen.e por dltirno, en lo que a este punto- se ret1.ere;
que no puede reaJ.1z&rse una deslegalizacl6n a través de un
Decreto-ley, .en cuanto incide en .Ji "mbito material vedado a
éste por el articulo'OO, númerQ 1, de la C. E., que claramente-- es­
ta.bl-ece que los Decretos-leyes .no. podré.n ate'cta· al ordena­
miento de 1&& instituciones básicas d'81 Estado-, lo que se- produ­
ce ~n el C&SO de la deslegaUzac;:ón analizada por afectar a 188
reglas que rlgen el sisbema de producción normativa., .alterando

~ asi el ordenamiento d'8 las instituciones bé.sieas. regulado '8n la
Constitución. .

-g) P-a.rtiendo de' lo9 presupu<8Stos int'8rpretativos expuestos,
proceden los recurrentes. a determinar si en relación oon el
Decreto-ley objeto del recurso, re ap1"8cia. la '8Dst'8ncia de C&u­
.. habUitante, es decir, de la neceslda.d extraordinaria. y ur-
sent'8 de dictarlo. ~ . ,

Entienden .que ello no es asi, y que tanto de la exposici6n de
motivos como d'8 1& Lnt'8rvenci6n del e:roelentlsim':. sedar Minia­
ti') de Trabafo. Sanidad y Seguridad Social ante 31 Con.gr8S0 de
lo Dipu,tados. no se desprende qu.e concurran tales circunstan~
ci&a. La gestión recaudatoria de las cuotas de la Seguridad 50­
ela: '88 una neoesidacl que no puede caUfioa.rse de inusual o im­
p.revisibl'8. y par..:;. afrontar tal problema, perfectamente conoci­
do, el Gobierno ha dispuesto de instrumentos legis1&tlv06 como
1& Ley 40/1980, de 5 de Jullo, de Inspección y Recaudación 4e la
Seguridad.Socl&1, asi como la propi& Ley de Presupuestos, ·donde
teuaIm.ente debieron preverse las medidu adecuti.das.

Por otra parte, '81 tratamlen~:> rel problema a través de la
presentación por '81 Gobierno de UD proyecto d.e ley ante las
Cámaras, '8ra perfectamente factible, pues para. evitar toda
demora Y" para casos como éstos. existe UD. procedimiento d~
urgencia que.acorta los plazos a la m1tadt y que aún puede ser
máos abreviado 91 se acuerda hacer uso de la autorización de
delegar en 1&a Comisiones legislativa.s permanentes, para apro-.
bar proyectos de. ley (artículo 15; número 2. de :a C. EJ. Si a
más de ello se considera qU'8 el Articulo 13 d::., la. C. E. permite
que... petición del.Gobierno, ~as Cámaras puedan reunirse en
sesión extraordinana, con UD orden del clfa determinado y
clausuradas agotado éste. entienden que con absoluta seguridad
1& aprobación dar proyecto d.e l'8Y no serta posterior aJ. mes de
ago¡to. qU'8dando tie,mpo al Gobierno para ad.ecuar 108 meca­
nismos neoesari05 al efecto.

En CUftn'to a este punto &e a:firm&_ también que Si pese a
todo, el procedimiento legislativo propuesto no fuese 'lo suficien·
temente AgU, el Gobierno podría acudir 'en dlUma. Instancia a la
fórmula del Decre~ley. , ,
_ EnU'8nden los recurrentes qU'8, en consecuenc1a, no coricUIT9n
en este C&SO los requisitos d'8 urgencia y extraordinaria necesl~
dad. sino simplemente una inadecuada gestión del Gobierno de
los instrumentos legales puestos a su alcance. lo que no Justifi­
ca. que gracias a el~o se pueda burlar '8n liltbna instancia 101
cauce:; parlamentarios ordinarios y se acuda a la f6rmula. ex~

. traordinaria del Decreto-ley. .
h) En cuanto a sI lu med.~d&a oontenldu en el DecretcJ..

ley 1011981, de 18 de funio, eran las apropiadas y estrictamente
Zleoesarias para resolver la sLtuac16'n" creada, &J1t1enden que '8ilo
ta.m-pooo es uf, sustancialmente porque debía haberse acentua­
do '81 oonclerto de loe servicios'de recaud$Ci6n con las Ma.g18­
traturas de Trabafo, agilizando 5tH actuaciones lo qU'8 no se
ha.oe: entienden que los conciertos recaudatorios que 'por 0&1 con~
trario se posibilitan '8ntre 1& TesoreríA GeneraJ. d.e la Seguridad
Social y Entidades, particulares habilitadas al '8!ecto no son
apropiados ni estrictamente necesaY'1os para re&Olver lÓs proble.­
mas planteados, aumentando por el contrario el gaste!. público.

Tampoco se evitan defectos d'8 organizaci6ny !\"ncionamJento
d'8 los' organismos implicados en ?:¡ tarea recaudatoria.. A la
Te30rerfa Gen'8ral de 1& Seguridad SociaJ.. como G&}3- Unie&- d4I
sistema nacional de Séguridad Social, M le otorga la funci6n: de
llevar a cabo 1& gesti6n recaudd,1.oria¡ pero al tiempo se 9xoep-o
cicna.n el supuesto de los. impagados que se deriven de la falta
de alta" que queda en manosde~ los Inspectores de Trabafo
adscritos a la Seguridsid Social, numéricamente Insuficientes. y
eliminando de tales funciones al Cuerpo de Controladores de la
seguridad Sedal que 'genfan desempeñá.ndolaa, eontre otras. des­
49 su creaci6n por 1& L'8y 40/1980.

Entienden igualmente que la posibilidad cont~mpla.da en el
artículo 3, número 1, del Decre~.o~ley recurrido, según la cual
cabe la posib1Udad de que las' Empresas compensen, fuera del
p!azo de recaudación en período voluntario, las cuotas debidas
con las· cantidades abonarlas como 'oonsecu'8ncia di! su colabora-

. ci6n obligatoria COn la Seguridad SOcial. no.es sdiciente. comO
método de agilización, por falta d'8 medidas complementarias.
Según los recurrentes este prooedimiento supone abrir un nuevo
cauoa al fraud'8 en materia de cotiza.ci6n al sistema de Seguri­
dad Social, e,

n. Se afirma por últimó la competencia plena del Tribunal.
Constitucional,pa.ra apreciar ~ ~dos los vicios puestos de ma.ni~
fiesto y qU'8 afectan al Real Decreto-ley 1011981, de 19 de Junio,
cuya d.e<::laración de tnoonstituc;onallds.d se sollclta, por entender
que los' mismos d'6-terminan _la nulidad Ae pleno d'9recho de­
dicha norma. Vicios de nulidad· que nopuede.n ser sa.nados en
ningún caso por la convalidación parlamentaria, pue,} caso con·
trario dejaria vacio de contenido la competencia dei. .Tribunal
Constitu~ona] para ~€terminar la constitucionalidad o in<!onsti­
tt.cionalldad de este. tlpo de normas.

2. La Sección Segundo. de este Tribunal Constitucional
(T, C'> acerd6 el 21 de septiembr'8 de 1981· admitir a trámite el
recurso de inconstitucionalidad contra '81·--wl Decreto-ley 10/
1981. de 19 de Junio, y dar traslado del mismo al Congreso de los
Diputa-dos, ~l Senado y al Gobierno para que ero '81 plazo d'8
quince dias pudieran personarse en el indicado procedimiento y
fonnular las alegaciones ,¡ue estimaran oportunas. de acuerdo
con el articulo 34 d3 la tey Orgánica del Tribup.al Constitu~
cional (L. O. T, Col. . , '

En escrito d'8 2:9 de septiembre y con entrada en el Tribunal
Constituoional ella de octubre de 1981, el excelentísimo señ.or
Pr'8sidente del Congr'8so de los Diputados comunicó que dicha
Cámara no ha.ría uso de las facul,tades de persoDE.Ci6n y de for­
mulación de &legaciones que le concede '81 articulo 34 d'8 la
L'8y Orgánica del Tribunal Constituci6nal.

Por su parte, el excelen-tfsimo sedor .Pr'8sidente del Senado
comunic6 a este Tribunal. en escrito de 30 de septiembre d'8 lOOr
con entrada en el Registro d'8 1 de octubre de 1981.-que se
tuviese a dicha Cámara por personada en el procedimiento y
por ofrecida su colaboraci6n a ios efectos del articulo 88, nd­
mero 1, de la L. O. T. C.

3. El Abogado d.el Estado· compareci6 en plazo y procedió
a evacuar el trlLmite de "alegaciones. lo que en síntesis realizó
en base a las siguient'8s consideraciones:

a) Tras resumir las qÚ'8_ a su entender son tesis fundamen­
tal'8S de la demanda. y ooincidir con ésta en que el presupu&S­
to habllitante para que '81 Gobierno pueda dictar Decretos­
leyes al amparo del artfculo 86, número 1, de la C, E. lo constitu~

ye la extraoidina.rla y urgente necesIdad, discre'P9 sin embargo
en que dicho prElsupuesto habilit-a.nte pued~ ent:enderse como un
ejemplo tipico dod concepto furídico indeterminado. manteniendo
por el contrario que habría que aceptar que la apreciación de la
extraordinaria y urgente necesIdad se in,tegra en e~ campo de las
potestades discrecion&les del Gobterno. •

b) Al amparo d.e una gene¡oosa cita d" doctrina alemana
sobre la materla, argumenta que no .existe 'ninguna anUtesis
entre concepto, Jurídico indeterminado y. dtscreciona.l1dad•. asi
como que dootrln&lmente «marge'n d'8 apreciaci6n- y cúBica.
soluct6n justa- no son compB1ibles. Se afirma igualmente que la
doctrina iurfd-ico-adminf.strativa de- los conceptos jurídicos inde·
terminados puede produCir un i..\l8'D rendimiento te6rloo y práC­
tico en '81 problema del presupu.e~~o habilitante. de los Dec~­
tos-l'8yes, al bien, debe usarse· tal doctrina en, su versión mAs
orltica y consistente. \

e) Se mantien.e que la '8xigencia d'8 .en caso de extraordina~
na y urgente necesidad. no '8S un ooncepto cexperi.encial. n1U-.
damente univoco, sino un concepto valorativo en que va imp1f~
cito un amplio margen d'8 apreciaci6n en favor d'81 G<>bierno, en

, cuanto órgano de dirección poatica. ASi, un·lnstnlmtmto polftieo
-dictar disposiciones legislativaE provisionales en caso de neo&-.
sidad- no pued~ aceptarse que sea una. potestad reglada que
alolo admita una única 101ución Justa.. .

De la }Xlslct6n oonstituclons.l del Gobierno se deriva que el
presuPU'8sto habf11tante d.ebe en,tenderse que lleva inmanente un
amplio margen de aprecIaci6n a su favor. y miedras~ los De-.
eretoe--l'8y68 88 1nscrl.ba.n en el mismo 8On-juri.sdicclonalmenta
incontrolables. Sólo $1 101 limites del me'r~n de apreciación se
exceden, en un uso abusivo y arbitrario del Decreto-ley, cabe
el control de la legiUmidad constitucional. .

d) Entl'8nde el Abogado del Estado que caben dos tesis en
torno al control d'81 hecho habiliotante, de tal fonoa. que la conva­
lldaci6n o bien supone conversión del Decreto-l'8Y en ley. 10 que
aupondrfa que t&l CQntrol 8610 serf& faotible politicamente por el

•
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P...rlamento, y el recurso habría de deSestimarse; o bien, aoep~
ta.r que- dicho control del hecho l:labilLtante corresponde tanto al
Congreso como a este T. C. Pero este último supuesto sólo es
aceptable si 'se reconoce 1& existencia de un amplio margen
·de aprecIación en favor 'ael Gobierno para valorar la urgente y
extraordinaria neoesidad de dicf.a.r el 1)ecreto-ley.

e) El centro! del hecho. habilitante &El efectúa 'por el Con­
gresode.sde presupuestos politicos, quena impide-o que 'se ten·
gan en cuenta criterios jurldloo~nstitucionales.Por el- bontra-'
ria el T. C. sólo .podrA realizat un oontrol IUrfdico·oon~titucio-

• nal, consistente" en determinar si el Gobierno ha .llenado áe
.contenido- J,spauta del presupuesto habilitante, coa maRifieste

. abuso y arbitrariedad, infringier.do la Constitución. •
- El' Gobierno no está- opligado a probar o justificar su apre-

ciación del presupuesto habilitante, más que en la medida en
qu-" sea.necesario demostrar que no ha exoedido 105 limites del
n..a.r~n de apreciaci6il., sin que ello le suponga el reconocimien­
to de una carga inicls.l en tal senti4o.

El T. C. ta.mpoco puede ha.cer lipreciaciones poUticas. en ra­
zón al análisis de las causas .por las que se ha motivado la
situación de ~:ll:traordinaria y urgente necesidad. Debe limitarse
a constatar si existe o no tal situación.in valorar. cómo se ha
generado. Entiende el Abogado del Estado que la construcción
realizada respeta la función delT. C. como intérprete supremO
de la Constitución yes congruente-.con la división horizontal de
poderes diseñada en -la misma.

f) . Fill~.lizada la exposición de carácter gen~ral o doctrinal
sobre el control de los Decretos-leyes y ·en relacI6n con el espa­
cificamente -recurrido, :entiende el Abogado del Estado que la
parte recurrente no ha -desvirtuado las razones aportadas en el
debate parlamentario por el. excelentísimo señor Ministro de
Trabajo, Saniad y seguridad Social en Cuanto a la -argencia y
extraordinaria n~sidad de dictar dicho Decreto-ley, pues es
evidente que COl_ el mismo se proporciona -el fundamento legal
para una reorganizaci6n del sistema de ingresos de la Seguridad
Social tlue acabe con el fraude y regule puntos esenciales del
procedimiento recaudatorio laque as imprescindible ·para ter­
minar con· la· grave crisia de tesorería.

gJ Entiende también que no ....8 aceptable argúmentar que
debiera ha.berse e;cudido a la tramitaci6n de un proyecto de
ley por el Vám1te de urgencia, por cuanto ha de estarse a la
duraci6n de hecho de los debates parlamentaribs, que hubiesen
IJx.pecUdo que el fin que pretende la norma se hubiese podIdo
alcanzar en el pI.e.u. previsto.

Afirma que dei debate parlamentarlo en torno a la convaU·
daci6n del Decreto·leyrecurrIdo se desprende que el Diputado
que intervino por el Grupo parlamentarIo Socialista reconQci6 el
oa~r no .s610 urgente sino e-xtraordinario: del ¡nismo.

h) Considera. el Abogado del Estado q'LJiL el análisis de le.
~ndad u -opOi"tunidad ·técnica de las medidas concretas que
cop.Uene la norma, oo:rresponde a una valoraci6n polttica a rea--

. Uzar ~n elCong~so y no por elT C., - .
Máe en concreto, mantiene lo' acertado y válkL de· la fórmu­

la de los conciertos, que se prevé en el Decreto-ley, sin que ello
suponga aumentar excesivamente el gasto público, sin que por
otra parte- la Cons.tituci6n lo prohíba (artículo SI. número 2, de
la C. E.J BlOO .E6k exige que tal circunstancia se deba a criterios
de eficiencia y economía.

Con respecto_ a le.s certificaciones de deSCubierto, el artícu~
lo 2, número 1, del Real Decreto·l~y se limita. a (iarles mayor
relieve y es lógico que -sólo se expidan respect... a trabajado­
res en alta, pues es el único llupuesto en que existen datos míni­
mamente suficientes para certificar el descubierto.

El que puedan existir impagos de hasta doce meses se -insiste
qU3. reafIrma la urgencia. y necesiddd de esta norma..

En cuanto a la.s razonea· aducidas en relación oon el articu­
-lo 3, número 1, del Real Decreto-ley. oue según la demanda, po­
sibilita el fraude· merced a ,la compensación de prestaciones fic­
ticias, no cabe entrar .en tal crítica por su carácter netamente
político, teniendo. en cuenta adamás ·que el posible incumpli­
miento o fraude de una norma 110 es argumento contra su
legitimidád.

Pone de manifiesto que los dema,ndaIltes no ataCan los re·
cargos dE,! mora 'a,rtículo 3, números r y 2 del Decreto~ley),

ni el régImen sanclonatorio del artículo 4. Se mantiene igual­
mente que no ofreCen ningún problema las disposiciones finales,
prim.era y segunda.

n Con objeto de 'aClarar hasta qué punto es correcta la ap"re­
clación de UrgenciaJ extraordinaria necesidad que habilitó el
que se dictase· aIRe Decreto-ley lQ/1981, se aportan sustancial­
mente las siguientes consideraciones: 1.° en marzo de este año
se. detect6 que la recaudaci6n de la Seguridad Social era infe­
r~r a la prevista, a causa de los impagos Y" morosidades;
2. se organiz6 un Plan de Inspecci6n ·para evitarlo. encuadra·
do en la Ley -40/1980, de 5 dejuUo; ·3." el procedimiento establé­
cido en orden a la expedict6n de certiflGacione·s de descubierto y
levan~je~to de acta de liquidación, manifestó ser poco ágil
al ampliar .os supuestos de expedición de ce-rtWcaeiones de des­
cubIerto, según un procedimiento estimativo, por valo·res medios
salar~aies, segúnJa actividad· dE" la Empr&S6 y grupos y cate­
gorias de los trabajadores y 5.° lo dispuesto en el articulo 3.°
y complementado en el 4." 'del Real Decreto-ley''10/1981, tiene por
objeto luchar contra el fraude y por ello "DO habría. tenido sen­
tido el dejar vigente el sistema de infracciones i sanciones de1" Ley 40/1980. '

j) . Por último, y ~n cuanto a la hipotética deslega.1ización
contenida en la dIsposi.ci6n adiciona.l única de la norma. impug·

nada, entiende el Abogado del Estado que la deslegal~ción,
en cuanto mera manipulaci6n d"l rango de las normas, no puede
operar sobre La... materia.s constitucionalmente reservadas & 1&
ley, paro si sobr~ aquellas otras que sólo .se encuentren conge-
Ia,das oon tal rango. . .

Los articulos 2, 3 Y -t, número 1 'párrafos 1 y 2), Y disposición
adicional primera de la. Ley 40/1980, .de 5 de julio, no están
constitucionalmente. reservados a la Ley, sino meramente con­
gelados. Se mantiene que no es necesario diiJcutir si existe y, en
$U caso, hasta dónde, una reserva constitucional de ley en Cuanto
a organización administrativa. 1· por otra parte la maY0Ma de
los articulas -de~legalizado_s. pocHan haber8e ubicado en UD_·
texto reglamentano.

Debe teners~ en cuenta también que la edeslegalización•.del
articulo 2, número 1, de la Ley 40/1980, no supone una privación
revroactiva de fuerza de ley, aunque debe tenerse presente que
103 oontroladores no se crearon como Cuerpo de la Administra­
ci6n del Estado sino edentro del sistema de Seguridad Social.
en el que el. alcance del principio de legalidad presupuestario
es inferior. .

En razón a los argumentos expuestos parece. qu'e no existe
obstácUlo para que una norma que tiene rango formal de ley
lleve a cabo una deslegalización en materia no f'&'Iervada, pues
al fin y al cabo no se descubre qué raz6n de Derecho 'constitu­
cional positivo impIde en principio que un subrogado'consUtu­
ciona: de la ley, como es el Decreto-ley, pueda llevarlo & cabo.
Da la primacfa de la ley y del articulo 66 de la C. E. en relaciÓD
con el artículo 86 de la misma -se afirma- no cabe inferir un'
monopolio constitucional a favor del legislador ordinario para
llevar á cabo deslegalizaciones. .

Si un Decreto-ley puede incidir en la: regulación de una
materia antes regulada por ley, no se entiende por qué. cuando
se trata de -materias congeladas y no reservadas, no pued&
alterar el esquema de 1& relación entre ley y reglamento en una .
cierta materia por comparación al dibujado en una ley formal _
anterior. Ello es sólo un probI'Elma. de fuerza de ley, de fuerza
activa. , : -

Se rebate por último el argumento de que una deslegalizac16n
no puede realizarse a través de una norma que se basa en la
extraordinaria y urgente necesidad, por cuanto la disposición
adicional forma un todo con el resto de las disposiciones que
engloba ~l Decreto-ley en cuestión, y se entiende ya acreditado
que el presupuesto habilitante ha sido bien apreciado por 'elf.
Gobierno. Además en caso contrario -se darla lugar a una serie
de disfunciones que harían pelistar el fin que se pretende B1~'

canzar con la norma.
Tras &firmar que s1 &1 Tribunal lo e.s"tima conveniente, podr4

ampliar o adverar cuanto ha expuesto por;le. vía del articu~

lo 88 de la L. O. T. C., finaliza solicitando de éste la desestima­
ci6n total del recurso y que declare ajustado a L Constituci6n

. y- plenamente válido el citadó ReaJ. Decreto-ley en toc1El.s y cada
una. de sus di,sposiciones. ..

4. De conformidad oOn eC artículo aa de Ja.L. O. T. C., el
PIeno del Tribunal aoordó recabar del exoelenUslmo señorPN­
sidente del· Gobierno la remisión de cuantos anteoedentes cons­
tituyesen el expediente _para. la elaboración de la disposici6n im­
pugnada. así como que una vez recibida. se diese vista a.las par­
tes por plazo común de diez dias para que formulasen lasale~

gaciones que tuviesen por conveniente.
5. Con fecha 21 de enero de 1982 el excalentisimo eeiior·

Presidente 1elGobierno remitió a este Tribunal los antecedentes
reclamados y en plazo de álegaciones, _evacuaron las Buyas
tanto el Abogad.o del.Estado _omo la parle ~urrente.

El. Abogado del Estado en cuant~ a los documentos aportad~
recalca, como qued6 de manifiesto en ·Ia misma, la motivaci6n.
dHerminanbe del Decreto~ley es el alcanzar unos objetivos de
política econ6mica y soctal previstos en el llamado .Acuerdo
Na.cionad sobre el Empleo.. , especialmente vde acuerdo oon el
PU:lto V.l, J.8 lucha contra el freudo en la ·5eguridadSoClal y eI1
L_pago de cuotas, y oorno el mismo responde a una situaci6n
extraordinaria producida por Una caída recaudatoria de la Se­
guridad Social que creó una situaci6n de necesidad financiera
urgente, ratificándcse por lo demás en lo); argumentos ya ex­
puestos en su anterior escrito de contestación a la demanda.

PQ,,- su· parte, los recurrentes ponen· de ma.nifiesto la iDSU·
ficiencIade les documentos aportados por el Gobierno comO
justificativos de~ Decreto-ley y especialmen·tia 1& ausencia de
dt tos sobre el volumen _de cuotas impagadas con anterioridad a
l&. vigencia -de la Ley 4011980 Y la evolución del impa.go tras la
entrada ·en vIgor de dicha Ley..así como la no remisl6n del
Plan de lnspeoción elaborado a la vist8- de la disminución de
recaudaci6n.· .

De los datos aportados por el Gobierno entienden que se
deduce con claridad que la situaci6n era crónica- y que por lo
tanto pudiera haberse afrontado a tiempo POi los cauces legi91a­
tivQS oportunos. Puede decirse; en sintesis, que igualmente se
reafirma en los argumentos ya exp\1estos en la demanda.

6. FJl Real Decreto-ley 1011001, de le de junio, sobre inspec~

ci6n y recaudación .de ~a Seguridad Social, fue. publicado en el-,",
.Boletín Oficial del Estado. de 20 de junio.

El debate y votación de totaiidad. de dicho Real Decreto-ley
t'l:lvo lugar en el Congreso de os Diputados el 23 de lunio _de
1981 y pub1icado el acuerdo de convalidación en e.- _Boletín Ofi·
cial. de las Cortes (Co~greso de los Diputados) de 7 de .JuniO.
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En el -Boletín Oficial del Estado_ de IJ. de Julio de 1981 se
publica 1& ResolucióD _de- 240 l1e iunio d~1981., dal Con.greso de
los Diputad~. por la que se ordena .& publicación del acuerdo
de convalidación del Real Decreto-ley 1011981. de 19- de junio.
relativo a inspección ., recaudación de la seguridad. SociaJ., en
los siguientes términos: __ .

.De conformidad con lo dispuesto en el artículo 88, número
2, de 1& Constituci6n, el Congreso de los Diputadoa, en su S8­
sión del día 23 de los- ClOl'rientea, aool'dó convalidar el Real
Decreto-ley 10/1981. de 1Q de Junio, relativo a In8pecci6n .,.
Recaudación de la Seguridad Social.. ,

7 Por resolución del Pleno, de fecha 20 de mayO' de 1982, se
acoTdó seOalar para deliberación 'i fallo el 2'l del mismo mes
y~o. . .

JI. FUNDAM)'NTOS JURIDlCOS

1. La C. E. ep su artículo 68, determ!na taxativamente que'
las Cortes Generales representan al pueblo español y etercen la
potestad legislativa del Estado. Esta ·declaración c;:onstitucional,
pilar sobre. el que se cimenta el régimen democtático y par­
lamentario hoy vigente en España conlleva: aj el I"f!COnoci­
m~ento indiscutible de que Isa Cortes GeneraJes so las deposita­
rias de la potestad legislativa en su ejercicio ordinario; b) la
prtmacfa de 1& ley, norma sancionada y promulgada par el
Rey (articulo 82), en cuanto expresión de la voluntad.. soberana
del pueblo representado por 1&5 Cortes, ÚDicamente sometida a la
8upremacfa de la Constitución, y.el que en el proceso ordinario
de elaboración de las, leyes, la. Cotistitución reconoce al Gobierno
1& inictaUva legislativa, que oomparte OOD el Congreso y el Se­
na.":'o en su ejercicio directo; así como con la iniclativa p'opular
eJerc:itada en -los 'ténn,;,nos establecidos. en el articulo 37 de
~CL •

El Gobierno podrA también dicta.r n011l1&3 con radgo de ley,
previa delegación de las Cortes Generales «Iecretos legislativos) .
o en los supueetos de extraordinaria y urgente necesidad (oecre·
tos-leyes), pero esta P95~bilidad se _configura, no obstante, como
una excepci6n al procedimiento "rdinario de elaboración de las
leyes y en consecuencia. está sometida. en cuanto a su ejercicIo a
la necesaria concurrencia de determinados requisitos que lo
legitiman.

Tales requisitos. en cuanto a :::a Decretos·leyes, están reco·
gidos en la C. E., configurando tres bloques definidos: a) la exi­
gencia de que el Decreto-ley se dicte exclusivamente para afron­
tar una' situación de extta.ordhiarIa y urgente necesidad (ar­
ticulo 86, número 1);· b) la .imitación en cuanto a la ma.t,erja
sobre la que puede incidir un Deoreto-ley, lo que supone el
que en- ningún C8rSO pueda atectar al ordenamiento de las mst1­
tu...iones bé.sicas a61 Estado, a 108 derech08. deberes y liber­
tades de los ciudadanos regulados en el titulo 1 de la C. E.• al
régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral
gener&l'(artículo 86, número U. y e) la necesid&d, por último,
de que· los Decretos-leyes sean sometid08inmedJatamente al
Congreso de los Diputados para tu deba.te y votación de totali­
dad, en el plazó de los treinta dfa.s _siguientes a su promulga­
ci6n, oon objeto de que se resuelva por el misDlG en cuanto
a 'su convalidaci6n o derogaci6n (artfculo 86, n'Úmero 2).

2. El control parlamentario de los Decretos-leyes 98 realiza
pO!" el COngreso de lOS Diputados, según el procedimiento esta­
bl3Cido al' efecto y de acuerdo a criterios tanto de oportuni-

•dad política como Jurtdico·constituciona.les. lo qué no es obs­
táculo para que cualquier Decreto-ley, a part!r de S\l publica.-­
ción. pueda 88r residenciado ante es~ T. C. pOr quien~s se en­
cuentren legitimados al efecto,· como es el caso que ahora nos
ocupa, en relación. oon el ReaJ. Decreto-ley 1011981, de 19 de
Junio. ..'

El T. C. conoce del mismo' en razón a 1& competencia que
le es atribuida en los articulos 161. número 1 al dé 1& C. E. Y
27,_ número 2 b) de su L. O. T. C., y resuelve e.n base' a crite­
rios estrictamente' 1uridico-G'Ons,titucionales, cimentados· sobre la
necesidad de determinar, de. una parte. si se han respetado o no
lcs requisitos exigidos 'en la- Constitución para que el Gobierno
pueda ejercitar 1& potestad· normativa exoepcivnaJ de dictar
Decretos-leyes y, de ...otra, si del w.p.oon1do materi&l de la nor­
ma se deriva o no una violaoi6n de la Constituci6n.

Este doble pronunciamLento del T; C. entratiauna previa y
necesaria consideración sobre la naturaleza Jurídica del DElcre·
to-ley a la 'luz de lo dispuesto en el ,artfc-u.lo 86 de la e. R. y
demé.s disposiciones que a oontlnuación se contemplan, cuestión
és~ que ha sido erpresamente suscitada por la.;; partes. .

Aprobado por el Gobierno un Decreto-!ey y publicado en. el
.Boletín Oficial del Estado_, empieza a surtir efectos en el orde­
namiento Jurídico- en el que provisionalmente se inserta como
una' norma dotada con fuerza y valór de ley,- debiendo ser
sometido Inmediatamente a debate y votación po;. el Congreso
de 10s Diputados en, el ineludible plazo Clue dispone el artícuJo 86,
número 2, de la C. E. .

La doble vía que .. estos erectos ftacalizadores prev6 et
articulo 86 de la. Constitución. en sue ap...rtados segundo y
tercero. ha "nid a decant&rse 3n la práctica parlamentaria en
el _anUdo- del necesario y previo pronunciamiento sobre la tota­
lidad del Decreto-ley Pero una vez convalidado éSte, .e posibi­
W.. el acudir a tramltarlo como proyectada ley por el proce­
d~mlento de urgencia (articulo 86, número 3, de' la C. EJ, si
,bIen es cierto que nada se opone a una interpretaci6n altern....
Uva de ambas vias, quedando este punto &1 oriterlo de opor~u"':

ni<1ad que pueda establecer &Ji un futulV el Congreso. dé los
Diputados. . . .

Ello supone q,ue 61, de acuerdo 0011 la práctica actual, una
vW obtenido el pronunciamiento favorable a la totaJidad que exi­
ge el artículo 86, número 2, Be .riecl.de acuddr también· a la tra~
mitaci6n del Decreto-ley por 1& v1a del articulo 86, n1imero 3,
el resultado -final del proc;:edimieno legislativo será una ley for~
'mal del Parla.mento, que sustituye en el ordenamiento Jurídico,
traJ su publicaci6n, aJ. D~reio-ley Y cuya residenciabilidad an"
te el T. C. 6S posible en 101 términ, y con el alcance que taIlto
1& Constitución como la L. O. T. C. prevén; .

Ahora -bien, en aquellos suPuestos en que el Congreso de los
Diputades' 8e haya l1mitado a ejercita.r tUS competencias nscal1·
zadoras oontempladas en el apart.ad..q 2.° del articulo 86 de
la C. E., sin acudir a la vfa del núm~n 3.°, no pu~e considerar~
se que el :óeereto-ley. se haya convertido e:... ley formaJ. del
Parlamento, tras el &cuento de convalidacióD.. sino únicamente
que se ha cumplido con el ~u¡'sito constitucioD&1, del que depen­
dia la-pervivencia en el tiempo; con fuerza, y valor de ley,
de la. disposici6n producto odel ejercido de 1& potestad normatlva
extraordinaria que al Gobierno le reconoce 1& Constitución. En
otras pa.labras, el Decz«o-ley no se transforma en leyes decir,
no cambia '&U D&tureJeza jurídica. Esta situaciór es la misma
en que se encuentra el 'Dect't\t'O-ley en los supuestos- en que se
acuda 8- su tramitación como proyecto de ley en· el lapso que
transcurre entre la convalida.ci6n de totalidad como Decreto­
ley (articulo 86, número 2l y la publicación en el ..Boletfn
Oficial del Estado- de la Ley resultante de la referida trami.,.
tación como proyecto de ley por procedimiento de urgencia
(articulo 88. número 3).. • ~

Todo e1\o es deducible no 8ól0 del sentido propio de los
precepoos constitucionales estudiados y los correspondientes de
1& L. O. T. e .. que _configura.n en este punto una reaUdad dife­
rente a. la que existe en otras Constituciones qu.e también con­
templan la- realidad de los Decretos·leyes, sino también de lo
dIspuesto en el Reglamento del Congreso de loe Diputados de
34 de febrero de 1982 en cuanto al prooedimiento legislativo
común y especial. (capitulos 1I y 111 del Utulo V) y su dife­
rencia con el procedimi€nto especifico previsto para ejercitar el
control sobre las disposiciones del Gobierno oon fuerza. de ley
(titulo VD; así como de la conveniencia de n.) alterar el orden
constitucional normal de elaboración de las normas, impidiendo
que se soslaye el procedimiento ordinarlo d.. elaboración de lu
leyes a través de una utilizaci6n 'abusiva del ·Decreto·ley.

8. Nu-es .. J. Constituci6n limita en un deble sentido 1& facultad
excepcional que atribuye al Gobierno para promu.gar, en fonna
de Decreto-ley, normas con fuerza de ley. Esta limitación viene
da.da., de una parte, y como h... quedado dic;ho, por la exc1u~
1i6n de determinadas materias :ordenamiento de las institucio~
nt>J bAslca.s del Estado, derechos y libertades" ,de los ciuda.­
danos reguladas en el titulo 1, etc...J, que en ningún caso pue­
den 98r objeto de regulación mediante Decreto.ley; de la otra,
po:' la conexión establecida entre esta facultad legislativa excep­
cional y la existencia. de UD presupuesto habilitant concreto: el
caso de extraórdina.r1a y ur~nte necesidad. El aseguramiento
de e,stos limites, la garantía de que en el efercicio de esta. fa­
cultad, como de cualquier otra, los poderes públicos se mue·
ven doentro del marco ~o. por ~ Constitución es, eviden­
temente, fUl}ción propia d~ este T. C.

En el ejercicio de tal1unc1ón, el :-; C. puede invalidar, cuando
asi se le demande a través de las' distintas vlas que para ello
se ofrecen los preceptos contenidos en un Decreto-ley que ver­
sen sobre' materias exoluidas, o que. de cuaJquie. otra: forma,
choquen por su contenido •con ')rescripciones integradas en el
bloque normativo a que se refiere el articulo 218 de la L. O. ·T. C.
K.> se agota con ello, sin embargo, el ámbito del control de cons~

tituc10nalidad de este género de disposiciones con fuerza,de ley.
El peso que en la apreciacijn de lo que haya de consIde­

rarse como caso de extraordinaria y urgente necesidad es for·
zosO oonoeder &1 juiclo puramente político de los órganos a
los que i·ncumbe la direcci6n política del Estado, no puede ser
obstáculo para extender ta.mbién el examen sobre la competen­
cia habilitante a.. conocimiento del T. C., en cuanto sea necesa·
rio para garantiza.r un uso del Decre-to·ley adecuado li' la Cons·
tituclón.

El T. C. ppdrá, e.n supuestos de uso abusivo o arbitrario: re­
chazar 1& definición que los órganos políticos hagan de una
situación determinada como caso de extraordinaria y urgente
necesidad, <.le ta: naturaleza que no pueda ser atendida por
l:a -vía del procedimiento legislativ'l de urgencia. Es claro que
el ejercicio de esta potestad de oontrol del Tribunal implica. que
dicha definición sea -explicita. y razonada y que exista -u,na ,co­
nexi6n de sentido entre 1& situación defit;lida y las JI!.ooida.s
qu ~ en el· Decreto-ley se adoptan.

Así pues, sin perjuicio del iJOsible y ulterior oontrol Juridi~
oo--constitucional quecorr&!lponde a este .T. ..;., en. principio y
con el razonable marg.en de discrecionalidad, es - competencia
de los órgano~ politicos determinar cuándo la situación, por
consideraciones de extraordinaria y urgente necesidad. requiere
el establecimiento de una fórma por vía de Decreto-leY. No les
autoriza esta competencia., siL embargo. para incluir en el
Dl.::reto-ley cualquier género de disposiciones: ni aquéllas que,
por su contenido y de ma.-nera. evidente, no guarder: relación al-:
guna, directa ni indirecta, oon 1& sj,tuación que se trata de
,..tronta.r ni, muy especiaJmente aquéllas que, ~r su estructura

!
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misma, independientemente de su contenido, no modifican "de
manera instantánea la situación Jurídica existente,· pues de ellas,
dificilmente podrá prediC&rse 1& j~stU1cación de 1& extraordina-
ria y urgente necesidad. .

t" J esta forma, la ineludible exigencia coDStitucional de la
existencia de un presupuesto habilltante par.:. dictar un De­
creto-ley, se vincula a éste come justificaci6n de su,oonstituc~o-­
naUdad, y puede ser contrastade. tanto en via parlamenta.na,
oomo ante este T. C" permlUendo E:::::L eate último supuesto un

...... pronunciamiento previo ., diferenciado, del que 19ualmentepue­
dJ. -formularse sobre el oontenido espec.1!ico de la norma.

4. De 10 expuesto se deduce que ea necesario abordar 'en
primer Jugar si el Gobierno. ala hora de dictar el Real De­
creto-ley 10/1981, de 19 de Junio, se encontraba amparado o no
por un presupuesto h-.bUita.nte. es deoir, &1 dicho Decreto-ley se
dictó en un caso de extraordinaria y urgente necesidad.

Para ello. ea necesario 'acudir .. la valoración, en su conjunto.
de todos aquellos factores que hayan aconsejado al Gobierno
dictar el Rea,I·Decreto-ley'de _-eferenela., los cuales ha.n quedado
reflejados en la expos!ción de motivos de la norma, a 10 largo
del debate parlamentario de convalldaci6n, ., en el propio expe­
diente. de elaboración de la mama.. Con r&sp&cto a lQ cual y
pese a las carencias y defectos- notorios ap:eciados en el ex¡:re­
di~nte administretivo y hecha una valoración de su conjunto. no
paede afirmarse que en este OELso concreto -no concurra el pre.­
supuesto habiUtante que determina el articulo 86. número 1, de
la C.E.

s. Por lo que respecta- al contenido dispositivo del Real
Decreto·ley lmpugnado" no es competencia. del T. C. el pronun­
ciMse sobre 1& mayor o menor oportunidad técnica de las medi­
das que en el mismo se establecen en orden a 1& inspección
y recaudaci6n ejecutiva de la Tesarena General de 1& seguri­
dad Social, pues el·lo se enmarca en 1& actividad propia del
debate parlament&rio, y la defensa en el mismo de los distin­
tos criterios pol1Ucos que .al respecto ee formulen, por lo que­
no prooede reaJizar pronunciami06nto alguno al respecto,

8. Por último es neoesario abordar la cuestión planteada. por
los recurrentes sobre la inconstitucionalidad de la disposiC1ón
adicional. sagún la. cua.l •. degradan a. rengo reglamen tarto las

.disposiclones oonten1d&s en Jos arUauloa 2.0, 3.°. {.o. número 1.
párrafos primero y segundo y disposición a.cUelonal primera de
le. Ley 4011llSO. de S de julio, referentes todas eBas a la crea~
~ón, y funciones del Cuerpo de Controladores de 1& segUridad
Social y a la integraci6n' en el mismo de los funcionarios de­
la. Escala de lnterventorea de Empresas del Cuerpo Técnico del
antiguo Instituto Nacional de Previsión.

Al abordar este punto debe pa.rt1rse del supuesto de que lu
medidas requeridas para. ha.cer frente & una.. eitua.eión doe ex­

, traordinaria y urgente necesidad h&n de ~r concretas y de
eficacia inmediata y, por tanto. dado su ce.rácter, no pueden
alterar la estructura del ordenami&ntó. No es imposible que
en algún caso esta necesidad urgente v extraordinaria haya de
se- I1lsUElta mediante una modIficaCión de estructura. pero
aiendo esto exoepcional, habrá de demostrarse en 'cada caso
que ello, es lndispensabl•.

Por otra parte. lile razones de extraonUnari& y urgente ne·
cesidad. que excepcione.lmente pueden. habilltar aJ. Gobierno. co-­
mo ha quedado establecido. para abordar el t:-atamiento innova.­
Uvo de determinadas materiae regul&d&s por ley fonne.l, no
amparan bajo ningún. punto de vhta la kl.clusión de UD .JI1l­
ce-pto exclusivamente deslegallzador, que remite al tuturo la
regulación de la mate~ deslegalizada, máJ:1me cuanda no se
fija un plazo perentorio para dictar tal reguleción. ~ue habria
de ser inferio-r al necese.r1o para tramitar b dedegalización 00­
mo proyecto de ley· por 61 procedimiento de urgencia.

pues bien, en el caso. de que se trata, & tenor de cuanto ha
quedado dIcho. 1& deslegal1z&ci6n que te pretendE consagrar en
bloque y en 10 referente a 1& creación, competencias y régimen
Jurfdioo de un Cuerpo de- funciona.r1os. 9Qmo es el de Controla­
dores de la 5egurided SociaJ.. con 1, integración ya efectuada. de
los provenientes de la Escala de Interventores de Empresas, no
queda en absoluto acreditada por la exigencia de tener que
afrontar u'na sUuaoión de extraordinarla y urgente necesidad.
p~,rque. en primer lugar, no afecta a 1& regulación de una
situación jundic& dada, sino que habilita para un cambio en la
organización que DOd:rá lleva.r a cabo el Gobiern... haciendo uso
de la deslegalizad6n: en segundo término, se trata de un pre­
ce....to exclusivamente deslegaliza.ior que DO afronta directamen..
te 1& solución de la situación de extraordinaria ( urgoente nece­
sidad, ni fija plazo perentorio alguno para que e Gobierno dicte
las disposiciones dirigidas a tal 'fin. Y. por último debe señalar­
se que todaví.a. no se ha hecho uso de la deslegalización, pese
al tiempo transcurrido. . '

En &stas condiciones. ~omo concluslón, 11& de afIrmarse que
no concurren razones de extrao-rdin&ria y urgente necesidad
que justifiquen la disposición adicional que, en oonsecuencJa,
ha ,de deolararse inconstitucional.

FALLO

En atenci6n a todo lo e~puesto. el Tribunal Con6titucional
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU·
CION DE LA NAClON ESPAJ'lOLA.

Ha decidido:

1.° Estimar parcialmente el recurso Ele tnconstitucionaJidad
:Interpuesto contra el Real Decreto-ley 1011981. de 19 de lunio.
!Obre Insp0CCi6n y Recaudación.- de la .seguridad Social 7 en su
virtud. declarar la inconstttuc1onaUdad de BU disp08ición adi­
cional.

~.o Desestimar el recurao en las restantes p'retensiones.

PubUqu66e esta sentencia en el .Boletín Oficial del Estado_.
Madrid & 31 de mayo de 1982.-Firmado: Manuel Ga.rcfa-

PeIayo 7 AJonso.-Jer6nimo Arozamena Sierra.-Angel Latorre
Segura.-Manuel Díez de Velasco ValleJo.-F¡-ancisco Rubio Llo­
rente ..,-Gloria Segué Ce.nt6n,-Francisco Tomás 7 Valiente._
Rafael GOmez·1''errer Morant.-Angel Escudero del Corral.­
Rubricados.

16308 Sala Segunda. Recurso de amparo número 10411982.
Sentencio número 3fJ/1982. de 1 de junio. .

La. Sala Segunda. del Tribunal Constituc·ional, compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra. Presidente. y don Francisco·
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picazo y. Ponca de León•. t10n
Francisco Tomás y Valiente, don PlAcido Fernández Viagas y
don Antonio Truyo! SeITa. Magistrados.' ha pronunciado

EN NOMBRE DEL :\EY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido por .Información t
. Prensa, S. A.» ,7 don Pedro J. Ramirez Codina. representados

por el Procurador don Argimiro VázQ.uez ·Guillén y Mjo la
dirección del Letrado don Eduardo Garoia de Enterria y Marti·
nez Carande. contra resoluciones del- Presidente del Consejo
Supremo de Just1~a ~il1tar, referentes a le. suspensión de acre­
ditaciones de .Diario 16-, 7 en el que ha comparecido el Minis­
terio Fiscal, siendo Ponente el Magistrado don Antonio Truyol
Serra, 'quien expresa el· parecer de le. Sala.'

ANTECEDENTES

_1.0 Con fecha 18 de marzo de 1982. el Procurador de los
Tribunales don ArgimlroV~uez GuLllén, en nombre de 1&
Entidad .Información y Prensa. S. A._, editora del periódico
•Diario 16- y de don Pedro J .. Ramirez Codina. _su Director,
interpuso recurso de amparo contra laa siguientes resoluciones
adoptadas por el Presidente del Consejo Supremo de Justicia
Milltar. constituido en 1& Sala de Justicia para conocer de la
causa número ·2/1981: La resolución de suspensión de las acI1l­
ditaciones de la representación de .Diario 16-. con la expulsión
de la Sala de dicha representación hasta que se proveyera sobre

"'el incidente originado por el articulo publicado en dicho perió­
dico. titulado .Asi asaltamos el Parlamento_o de. fecha 23 de
febrero de 1982: Y la resoluci6n de devolución a .•Diario 16­
de las d95 acreditaciones suspendidas, ·con la relltricción de
su no. utilización n1 por el Director de dicho diario ni 'por el
autor del referido artículo, de fecha 11 de marzo siguiente.

2.0 La pretensión de los recurre:ntes se funda en las siguien­
tes consideraciones:

al Con motivo de la celebración de la vista en 1& cau­
sa 211981. tramitacta por la Jurisdicción m1litar, se habian otor­
gado a .Diario 16-. como a otros medlos de comunicación
social, y dentro de las limitaciones de espacio en la Sala habili·

- tada al· efecto, d~ acreditaciones.
b) En 1& edición matutina del día 23 de febrero" .Diario 16. ~

publicó, con la firma de su autor. el Periodista don Adolfo Sal•
vador, un a,rticulo titulado cAsi asaltamos el Parlamento••
en el que se recogía el testimonio de' uno d~ los Policfas
Militares qUe penetraron, un afto antes, en el Congreso de- 108
Diputados; articulo que motivó la negativa de los prpcesados
a: entrar en la Sala, impidiendo así el comienzo de la sesi6n del
Tribunal. Al reanudarse la vista, a las trece horas, el Presi­
dlimte del Consejo Supremo de Justicia Militar, al amparo de

. las facultades otorgadas por el articulo 770.4 del Código de
Justicia Militar (en adelante. C.J.MJ. dispuso la suspensión de
las acreditaciones a .Diario 18- hasta que se proveyera sobre
el incidente motivado por 8l articulo .Asi asaltamos el Par­
lamento., y su eJecución por los servicios de orden. que hicIeron
salir del recinto a la representación del periódico. Dicha resolu­
ci6n se n.otificó en fOI1D6 oral.

ó) Mientras el Ministerio de Defensa estimó no haber motivo
en el m·enc1onado articulo para la exigencia de responsabilidades
por in1urias contra la. institución militar, el Juzgado Militar
Especial Togado número 1 incoó la C8.usa 54/1982, por supuesta
comisión de un delito tipificado en el articulo 319 del Código
de Justicia Militar. Al mismo tiempo, el Juzgado d~ Instrucción


